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Capítulo 1 Por una docencia práctica eficaz y sostenible en el Grado en Derecho (1) 
POMPEYO GABRIEL ORTEGA LOZANO
Profesor Contratado Doctor de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
Universidad de Granada
SARA GUINDO MORALES
Profesora Contratada Doctora de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
Universidad de Granada

 I.  Introducción: avanzando hacia una docencia eficaz y sostenible
Pretendemos superar ese reto o vicio que parece haberse implantado en las aulas de Derecho: se parte de que la teoría debe estar separada de la práctica. Sin embargo, no creemos que deba ser así en todas las materias. Tanto la teoría como la práctica deben y pueden enseñarse de manera que se retroalimenten. Para ello, el docente debe utilizar un procedimiento de aprendizaje que evolucione de manera conjunta, no de forma independiente, hasta que ambas (teoría y práctica) confluyan para que puedan avanzar de manera dependiente la una de la otra. A lo que se le suma el uso de la tecnología y de las bases de datos jurídicas, muy relevantes y de uso cotidiano en el ejercicio de la abogacía. Método de innovación docente cuya finalidad última es la captación de atención y motivación del alumnado y una mejor formación jurídica con el objetivo de que sientan e interioricen que lo que están aprendiendo es verdaderamente útil para su futuro profesional más cercano.
Es evidente que existe un problema focalizado en la poca importancia que se otorga a la práctica jurídico-laboral y la relevancia que los docentes le dan a la teoría y a la memorización de unos conocimientos que deben enfocarse a la práctica del derecho. Lo que se termina vinculando a uno de los retos en el grado en Derecho para avanzar de un aprendizaje eminentemente «memorístico» a la adquisición de competencias profesionales: es decir, el correcto desarrollo de las prácticas externas en entidades colaboradoras con la universidad. Prácticas externas que se encuentran configuradas en el plan de estudios, lo que supone que, en caso de no superación, no pueda obtenerse el título universitario que se esté cursando. Como objetivo específico, no debemos olvidar que la finalidad fundamental de las prácticas externas como asignatura obligatoria es el de integrar los conocimientos teóricos con la práctica, otorgando a los alumnos un primer contacto con la realidad profesional (2) .
El origen de este estudio se sitúa en la experiencia de centenares de alumnos con la que se pretende proponer una mejora del título del Grado en Derecho. La situación normal de un estudiante de Derecho en sus últimos años de carrera suele ser la de plantearse el ejercicio de la abogacía (digna profesión). Es por ello que los alumnos se encuentran interesados en realizar unas prácticas profesionales (o pasantía) en despachos de abogados. Pasantía con la que normalmente suelen aprender mucho al ser de las primeras veces que el alumno tiene que aplicar la teoría a la práctica. Sin embargo, no siempre con el mismo éxito, pues durante los cuatro años de carrera, el alumno suele dedicarse a memorizar el contenido de la materia impartida por el profesor sin saber, después, aplicarla a la práctica jurídica, ni conocer las herramientas e instrumentos necesarios para ello (este último asunto es el que quizás debiéramos centrarnos: no en enseñar la práctica, sino los instrumentos con los que, poco a poco, poder transformar ese conocimiento teórico en respuestas prácticas del día a día) (3) .
Creemos que es el momento de replantearse las prácticas externas en las universidades públicas (pero desde la docencia a impartir como veremos a continuación; es decir, preparando al alumnado con la finalidad de que puedan desarrollar unas prácticas de provecho, eficaces y sostenibles), por supuesto, siempre en beneficio del alumno y sabiendo responder a las demandas de los mismos. Como docente universitario, existe una importante preocupación por el contenido de las prácticas externas de nuestros profesionales del futuro. Además, observamos cómo las universidades privadas están gestionando las prácticas externas de sus alumnos de manera ordenada y brillante (ganando terreno a las universidades públicas). Incluso, en algunos casos, asegurando y negociando con las empresas la posterior contratación laboral de los alumnos una vez finalizada la carrera, durante un período de tiempo de seis meses a un año.
Por este motivo, realizamos este texto con el que poder plantear otro tipo de docencia totalmente compatible con la actual (pues esta es complementaria, no sustitutoria). Una docencia que nos permita desarrollar el temario mediante la resolución de casos prácticos, por supuesto, con la utilización de los programas informáticos de referencia en el sector legal. Una docencia práctica que venga a preparar a nuestros alumnos para el mundo laboral y profesional.
Por otro lado, vamos a referirnos también a un tema controvertido desde la implantación de los grados universitarios, así como de las posteriores reformas normativas que han afectado al estatuto jurídico del alumnado: la Seguridad Social de los alumnos que realizan las prácticas externas en entidades colaboradoras de la universidad (4) . Resaltamos así la importancia que las prácticas externas poseen en el aprendizaje del alumnado universitario. Con el procedimiento y método de observación de la regulación jurídica existente (incluso analizando el régimen jurídico de Seguridad Social del alumno que realiza las prácticas formativas y que ha sido recientemente transformado por el legislador tal y como veremos) se pretende extraer una realidad que impera en las aulas y facultades: la poca relevancia que las universidades públicas le otorgan a las prácticas formativas (no ocurre así en las universidades privadas).
II.  Una docencia práctica y digital para la adquisición de competencias profesionales en el Grado en Derecho
En este texto se analizan una serie de programas informáticos que vendrán a acompañar al alumnado a lo largo de toda su carrera profesional (5) . Son programas profesionales del Derecho que, en ocasiones, no son mencionados por los docentes o profesores del Grado en Derecho y que, sin embargo, son las herramientas e instrumentos del día a día de cualquier profesional del Derecho que se precie. Dicha finalidad se tendrá que poner en relación con el contenido de la materia a impartir y con el conocimiento práctico, pues estos programas informáticos están enfocados a la práctica jurídica, especialmente, al ejercicio de la abogacía (lo que se pone en plena relación con las prácticas universitarias). Pero el buen uso y manejo práctico de la materia implica también conocer la teoría. Por tanto, ambas interactúan y son fundamentales para un conocimiento completo.
Entendemos que los alumnos del Grado en Derecho deben prepararse para la realización de unas prácticas externas de provecho, más ahora con la reciente reforma que ha habido en materia de alta en Seguridad Social. Es por este motivo por lo que es el docente el que debe ir preparando y abonando el terreno de formación del alumnado a través del planteamiento de unos supuestos prácticos, en los que el alumnado adquirirá el conocimiento teórico de manera autónoma, pues tendrá que utilizar todos los recursos que estén a su mano, principalmente, las leyes vigentes y la propia jurisprudencia, que podrán obtener de los programas informáticos que ya deberían conocer. Por tanto, destacamos aquí la digitalización y virtualización como innovación y buenas prácticas docentes, siendo la finalidad del desarrollo de este texto que ponemos en plena vinculación con los programas informáticos y tecnológicos desarrollados por el sector legal.
Encontramos así un primer objetivo a destacar: el de que los alumnos conozcan y aprendan la utilización de estos relevantes programas informáticos con los que podrán desarrollarse profesionalmente en un sector muy complejo: el de la abogacía. Son programas informáticos que, normalmente, las universidades tienen la licencia de suscripción para que, alumnos y docentes, puedan beneficiarse de sus múltiples beneficios.
Llegamos así a un segundo objetivo: este sería, en plena vinculación con la materia a impartir, el de aprender el contenido necesario de la asignatura a través de casos prácticos planteados para la utilización expresa de los programas informáticos. Es así que el docente tiene que plantear no solo el conocimiento de la teoría y el contenido de la materia que el alumnado debe conocer y aprender, sino también poner en relación dicha teoría con la práctica judicial, donde necesariamente se verá obligado a utilizar los programas informáticos del sector.
Para el cumplimiento de estos objetivos, las explicaciones (aunque sea de alguna parte del temario) se tendrá que realizar a través de un enfoque totalmente práctico con la finalidad de captar una mayor atención por parte del alumnado. Así, nos referiremos a problemas prácticos que pueden surgir cuando aplicamos la teoría aprendida en las aulas al ejercicio práctico en los juzgados, todo ello, con sustento de la tecnología revolucionaria del Derecho.
Lo dicho con la finalidad de superar un reto que hoy día se encuentra en las aulas de las facultades de Derecho: la teoría jurídica está muy separada de la práctica lo que —a nuestro juicio— entorpece el salto al mercado laboral de los recién graduados, pues cuando quieren emplear esos conocimientos teóricos adquiridos durante su formación, no saben por dónde comenzar. A ello se le añade que el aprendizaje en el sector de la abogacía suele realizarse a través de un aprendizaje autónomo (de estudio y formación propia al mismo par que se resuelven cuestiones prácticas), pues la carga de trabajo es importante y no hay mucho tiempo para detenerse en enseñanzas, a lo que se le añade que el contenido normativo y la jurisprudencia a conocer cuando se está tratando un tema complejo y específico es bastante amplio, lo que suele impedir realizar esas consultas que a veces son muy necesarias para el recién graduado o la persona que acaba de iniciarse en el desarrollo y ejercicio de la abogacía.
Sirva esta manera de profundizar en una materia obligatoria en varios de los grados en la que se imparte, de difícil compresión, con una normativa amplia que el alumnado deberá de aprender a utilizar, así como el recurso tecnológico, que se convierte en un elemento fundamental de cualquier profesional del derecho, pues en estos programas informáticos podremos localizar las respuestas a todas las dudas jurisprudenciales, formulación de escritos como demandas y contestaciones a la demandas o recursos necesarios, las novedades legislativas y jurisprudenciales, etcétera.
La metodología por la que apostamos se resume en la siguiente: los alumnos tendrán que responder a una serie de casos prácticos facilitados por el profesor. Pero serán casos prácticos que se refieran directamente a la doctrina jurisprudencial vigente para la resolución del caso práctico; por ello, algunos de estos casos prácticos versarán sobre cuestiones cuya doctrina jurisprudencial haya sido modificado en años recientes, pues, con esta dinámica, los alumnos serán conscientes de la importancia de los programas informáticos que enseñaremos a utilizar. Así, de esta forma, el alumnado podrá valorar la resolución anterior y posterior de los jueces y tribunales y estudiar la jurisprudencia antes de la unificación de doctrina (realizada por el Tribunal Supremo). Con esta metodología el alumno comprobará, principalmente a través de su propio trabajo, como se ha producido ese importante cambio jurisprudencial de un día para otro: en el momento en el que el Tribunal Supremo unifica doctrina en un concreto asunto a debatir. Y comprenderá rápidamente la importancia de los recursos tecnológicos en el sector legal.
Al hilo de lo anterior, entendiendo la innovación docente como la incorporación sistemática y planificada de cuestiones que transformen y orienten a un mejor proceso de enseñanza y de aprendizaje del alumnado, se pretende enseñar de esta manera la asignatura a impartir, en este caso, Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, lo que se hace a través de la resolución de casos prácticos reales en los que pueda observarse el cambio jurisprudencial realizado por los tribunales, pudiendo comprobar de este modo la importancia extrema de saber utilizar las plataformas informáticas y la tecnología en el derecho y la abogacía (6) .
Se hace comprender así que las normas no son suficientes para cualquier jurista que se precie, sino que también hay que conocer la jurisprudencia y los casos prácticos que han creado doctrina. No es suficiente con memorizar unos conocimientos que el alumno puede consultar en la propia ley, sino que hay que dar un paso más y enseñar al alumno la existencia de la jurisprudencia de los casos relevantes que se aplican en la realidad jurídica. Realidad práctica que tendrán que saber manejar para convertirse en unos excelentes profesionales del Derecho. Es por ello que deben utilizarse los programas informáticos del Derecho que permiten desarrollar el ejercicio práctico de la abogacía cuando se tiene conocimiento de los mismos y se saben manejar.
Se alcanzará así el objetivo de que los alumnos, en la situación de enseñanza-aprendizaje, adquieran los conocimientos que se han transferido. Este proceso de enseñanza-aprendizaje lo desarrollaremos desde una perspectiva eminentemente jurídico-práctica. Al hilo de lo anterior, el proceso de aprendizaje será el siguiente.
Lo primero será la explicación general de los programas tecnológicos más potentes del momento en el mundo profesional del Derecho. Pero, como la única manera de aprender es utilizarlos verdaderamente, se les tendrán que plantear una serie de casos prácticos con los que, para una correcta respuesta, tendrán que indagar y moverse profundamente por dichos programas, tales como los siguientes (a modo de ejemplo): Aranzadi Insignis (Thomson Reuters); El Derecho (Lefebvre); La ley digital (Wolters Kluwer).
Por ello, lo segundo será la selección, por el profesor, de casos prácticos reales que han creado jurisprudencia en la doctrina. Para ello, no es suficiente con la elección de cualquier caso práctico, sino que tiene que ser el caso práctico por excelencia que viene aplicándose en la materia para la resolución de los problemas prácticos planteados en tribunales y que interpreta a la propia normativa, a poder ser, con cambio de jurisprudencia reciente (de esta manera se hace énfasis en la importancia de saber utilizar los sistemas informáticos).
Actualmente, en materia laboral (7) , hay bastantes casos prácticos que ocupan dicha posición como, por ejemplo, despidos colectivos, huelgas, poderes empresariales, finalización del contrato de trabajo, períodos de consulta, negociaciones colectivas, sucesión de plantillas, modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, movilidad geográfica, prevención de riesgos laborales o contrataciones laborales, temas relacionados con la Seguridad Social, adquisición de pruebas, libertad de expresión del trabajador en redes sociales, trabajo por cuenta propia y trabajo por cuenta ajena, entre otros muchos más supuestos.
En tercer lugar, para la adquisición del conocimiento necesario para el estudio de estas figuras jurídicas, se debe facilitar al alumno el temario correspondiente con el contenido necesario (no extenso) y el planteamiento de los hechos probados del caso práctico real. En este sentido es importante resaltar que la experiencia como docentes nos indica que cuando son casos de empresas reales, el interés del alumnado es muy superior; por tanto, traeremos los casos reales al aula.
En cuarto lugar, una vez que se han desarrollado capacidades y habilidades adquiridas en las fases previas de este proceso, iremos al conflicto, situándonos ya en vía de tribunales, en donde los alumnos tendrán que indagar en los programas informáticos, estudiando los formularios con los que poder plantear demandas y contestaciones a las demandas, adaptándolos al caso concreto.
Este será el proceso psicopedagógico de enseñanza-aprendizaje. Pero no es un proceso fácil, porque para llegar a la solución correcta, los alumnos tendrán que tener un conocimiento teórico suficiente (por tanto, tendrán que tener conocimiento teórico de la materia que se plantea, por lo que habrán tenido que estudiar previamente), utilizar los programas informáticos necesarios para su preparación y búsqueda de jurisprudencia (deberán saber utilizar la tecnología del derecho y se darán cuenta de que la solución era totalmente diferente a lo que indicaba la norma y, en ocasiones, a la que venían aplicando los tribunales tras el cambio de la doctrina jurisprudencial), así como analizar los posibles modelos de demandas y recursos existentes (desde los programas o las plataformas informáticas del derecho tendrán que descargar modelos y saber rellenarlos y manejarlos: tribunal competente; suplico; petitum; hechos; fundamentación jurídica; pruebas solicitadas, testigos, etcétera).
III.  Un modelo de Seguridad Social sostenible para el alumno en prácticas
A nivel normativo, debemos comenzar indicando que las prácticas externas no son una relación laboral, salvo que se haya desnaturalizado la relación como consecuencia de anomalías en su desarrollo lo que reconduce el supuesto a un contrato de trabajo (8) : las cosas son lo que son y no lo que las partes dicen que son (9) . Consisten en la realización de prácticas profesionales en cualquier campo de trabajo que tenga que ver con el título universitario que se esté cursando y que existirá dependiendo del plan de estudio vigente en esa universidad o centro de formación. Al hilo de lo anterior, las prácticas normalmente recibían el nombre de «practicum» en los planes de estudios de licenciatura y diplomatura, lo que actualmente (con el grado) se conoce como prácticas externas. Prácticas externas que se encuentran configuradas en el plan de estudios (las curriculares; las extracurriculares son voluntarias por lo que no forman parte del correspondiente plan de estudios), lo que supone que, en caso de no superación, no pueda obtenerse el título universitario que se esté cursando. Por tanto, se integran en la estructura del título universitario que se esté estudiando como un conjunto de prácticas integradas en distintos contextos desde una perspectiva aplicada y/o de investigación.
El objetivo fundamental de las prácticas externas como asignatura obligatoria es el de integrar los conocimientos teóricos con la práctica, otorgando a los alumnos un primer contacto con la realidad profesional. Es por ello que se requiere de la observación y la práctica guiada del alumnado para que puedan adquirir las competencias necesarias para el manejo de situaciones empresariales reales. Prácticas que permiten emplear los conocimientos teóricos adquiridos en las aulas universitarias. E incluso, dependiendo de la verdadera finalidad de la mercantil, las prácticas externas de empresa pueden desembocar en la contratación laboral de quienes las desarrollan de manera satisfactoria y correcta (10) . Es más: prácticas externas de empresa que se pueden convertir en una herramienta más al servicio de las políticas activas de empleo (11) .
Prácticas que actualmente se ordenan en el Real Decreto 592/2014, de 11 de julio, por el que se regulan las prácticas académicas externas de los estudiantes universitarios. Normativa «relativamente reciente» y que hasta su vigencia ha comportado un escaso desarrollo normativo lo que ha provocado importantes abusos en la utilización de las prácticas por parte de las empresas pues sobran sentencias condenatorias donde las mercantiles acudían a las prácticas para sustituir a verdaderos trabajadores y ahorrarse así importantes costes empresariales (12) : en otros términos, a «usos espurios» de las mercantiles (13) . Pero lo cierto es que su regulación es un momento importante de cambio que permite la adquisición de competencias y destrezas para el desempeño profesional (14) , a la vez que se asegura una mínima y precaria asistencia social para el alumno en prácticas (como veremos a continuación).
De manera breve, en fecha de 29 de diciembre de 2018, se publicó en BOE el Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre, para la revalorización de las pensiones públicas y otras medidas urgentes en materia social, laboral y de empleo. Este texto normativo era un firme propósito de instaurar nuevas medidas sociales en pro de los sujetos que participaban en programas de realización de prácticas no remuneradas, pues la disposición adicional quinta de la norma determinaba la inclusión de los mismos dentro del Régimen General de la Seguridad Social, como asimiladas a trabajadores por cuenta ajena, con el objetivo de poner fin a su situación de desprotección. Por este motivo establecía la normativa que se «justifica su aprobación por razones de extraordinaria y urgente necesidad» (15) .
Al hilo de lo comentado, en fecha de 30 de diciembre de 2021, se publicó en BOE la reforma laboral de 2021 (Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de trabajo). Respecto a los becarios solo se localizaba una disposición adicional segunda que establecía lo siguiente: «el Gobierno, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta norma, convocará a las organizaciones sindicales y empresariales más representativas para, en el ámbito del diálogo social, abordar el Estatuto del Becario que tendrá por objeto la formación práctica tutorizada en empresas u organismos equiparados, así como la actividad formativa desarrollada en el marco de las practicas curriculares o extracurriculares previstas en los estudios oficiales».
Recientemente, en fecha de 17 de marzo de 2023, se publica el Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos de los pensionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de un nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones, cuya disposición adicional quincuagésima segunda determina la inclusión y los términos de ésta, en el sistema de la Seguridad Social, de alumnos que realicen prácticas formativas o prácticas académicas externas incluidas en programas de formación, que incluyen las realizadas por alumnos universitarios y de formación profesional, cuya fecha de vigencia será —de conformidad con la disposición final décima referida a la entrada en vigor— el 1 de octubre de 2023.
Lo cierto es que la nueva generación de jóvenes (incluidos los titulados universitarios) se mueven en un terreno movedizo entre la necesidad de trabajar, la incertidumbre y la precariedad laboral, a saber: bajos salarios, trabajo flexible, relaciones encubiertas, temporalidad en el empleo, horarios cambiantes y en función de las necesidades, deficientes condiciones laborales y dificultad para conciliar vida laboral y familiar, entre otras cuestiones (16) , lo que parece unirse a un sentido generacional de «trabajar para vivir» y «no vivir para trabajar».
Como ya ha quedado confirmado, es el Real Decreto 592/2014, de 11 de julio, el texto normativo que se encarga en la actualidad de regular las prácticas académicas externas de los estudiantes universitarios. Comenzando con la definición de prácticas externas, las mismas constituyen una actividad de naturaleza formativa (lo que es especialmente relevante desde la perspectiva de su no inclusión en el artículo 1.1 del ET y de las características de la relación laboral) realizada por los estudiantes universitarios (no por trabajadores asalariados por cuenta ajena) y supervisada por las universidades o centros de formación.
El objetivo de la realización de las prácticas académicas externas no puede ser de productividad sino permitir a los estudiantes universitarios aplicar y complementar los conocimientos adquiridos en su formación académica, favoreciendo la adquisición de competencias que preparen a los futuros titulados universitarios para el ejercicio de actividades profesionales, facilitando su empleabilidad y fomentando su capacidad de emprendimiento. Es por ello que la propia normativa establece expresamente, dado el carácter formativo de las prácticas académicas externas, que de su realización no se derivarán, en ningún caso, «obligaciones propias de una relación laboral, ni su contenido podrá dar lugar a la sustitución de la prestación laboral propia de puestos de trabajo».
Como viene siendo costumbre en las normativas anteriores, en el caso de que al término de los estudios el estudiante se incorporase a la plantilla de la entidad colaboradora, el tiempo de las prácticas no se computará a efectos de antigüedad ni eximirá del período de prueba salvo que en el oportuno convenio colectivo aplicable estuviera expresamente estipulado algo distinto.
Las prácticas externas podrán realizarse en la propia universidad o en entidades colaboradoras, tales como, empresas, instituciones y entidades públicas y privadas en el ámbito nacional e internacional. Como puede observarse, la enumeración de los sujetos que pueden suscribir el convenio de cooperación de prácticas externas es bastante amplio. Al hijo de lo anterior, en el ámbito de las Administraciones Públicas, Entidades de Derecho Público y demás Organismos Públicos, la realización de prácticas académicas externas no podrá tener la consideración de mérito para el acceso a la función pública ni será computada a efectos de antigüedad o reconocimiento de servicios previos.
Sobre los fines que se persiguen alcanzar con la realización de las prácticas académicas externas debemos destacar los siguientes: a) Contribuir a la formación integral de los estudiantes complementando su aprendizaje teórico y práctico. b) Facilitar el conocimiento de la metodología de trabajo adecuada a la realidad profesional en que los estudiantes habrán de operar, contrastando y aplicando los conocimientos adquiridos. c) Favorecer el desarrollo de competencias técnicas, metodológicas, personales y participativas. d) Obtener una experiencia práctica que facilite la inserción en el mercado de trabajo y mejore su empleabilidad futura. e) Favorecer los valores de la innovación, la creatividad y el emprendimiento. Por tanto, se pretende otorgar una primera experiencia real de trabajo que acerque al alumno en prácticas al mercado laboral del que normalmente se encuentra excluido por no poseer suficiente experiencia laboral.
Igualmente, en la realización de las prácticas externas, debe contarse con un proyecto formativo. Este proyecto, en que se concreta la realización de cada práctica académica externa, deberá fijar los objetivos educativos y las actividades a desarrollar. Los objetivos se establecerán considerando las competencias básicas, genéricas y/o específicas que debe adquirir el estudiante. Asimismo, los contenidos de la práctica se definirán de forma que aseguren la relación directa de las competencias a adquirir con los estudios cursados. En todo caso, se procurará que el proyecto formativo se constituya siguiendo los principios de inclusión, igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal.
Por otro lado, para el desarrollo legal de las prácticas externas es obligatoria la suscripción de un convenio de cooperación educativa. Este convenio deberá ser desarrollado por las universidades o, en su caso, las entidades gestoras de prácticas de las propias universidades (normalmente denominados centros de empleo o prácticas de la universidad). Como decíamos estos convenios de cooperación educativa deben fomentar que las prácticas también sean accesibles a estudiantes con discapacidad procurando la disposición de los recursos humanos, materiales y tecnológicos necesarios que aseguren la igualdad de oportunidades. El convenio de cooperación educativa es fundamental para el correcto desarrollo de las prácticas académicas externas debiendo convertirse en el principal elemento que actúe como garante de una verdadera finalidad de formación que no permita encubrir, de manera fraudulenta, una auténtica relación laboral.
Como hemos indicado, el reciente Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos de los pensionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de un nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones, publicado en BOE en fecha de 17 de marzo de 2023, en su apartado 34, añade una disposición adicional quincuagésima segunda —en el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre—, que determina la inclusión, y los términos de ésta, en el sistema de la Seguridad Social de alumnos que realicen prácticas formativas o prácticas académicas externas incluidas en programas de formación, que incluyen las realizadas por alumnos universitarios y de formación profesional.
A su vez, esta disposición conlleva la derogación de la disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre, para la revalorización de las pensiones públicas y otras medidas urgentes en materia social, laboral y de empleo, que regulaba esta materia. La urgente y extraordinaria necesidad de introducir la disposición adicional quincuagésima segunda se justifica por el incumplimiento de lo establecido en el apartado 6 de dicha disposición adicional, unida a los problemas de aplicación que la misma ha generado.
En suma, la disposición adicional quincuagésima segunda procede a la inclusión en el sistema de Seguridad Social de alumnos que realicen prácticas formativas o prácticas académicas externas incluidas en programas de formación, recoge las siguientes obligaciones:
	1.  La realización de prácticas formativas en empresas, instituciones o entidades incluidas en programas de formación y la realización de prácticas académicas externas determinará la inclusión en el sistema de la Seguridad Social de las personas que las realicen. Las prácticas a las que se les debe de dar de alta en la Seguridad Social son:	a)  Las realizadas por alumnos universitarios, tanto las dirigidas a la obtención de titulaciones oficiales de grado y máster, doctorado, como las dirigidas a la obtención de un título propio de la universidad, ya sea un máster de formación permanente, un diploma de especialización o un diploma de experto.
	b)  Las realizadas por alumnos de formación profesional, siempre que las mismas no se presten en el régimen de formación profesional intensiva.


	2.  Así pues, los alumnos que realicen dichas prácticas quedarán comprendidos como asimilados a trabajadores por cuenta ajena en el Régimen General de la Seguridad Social, excluidos los sistemas especiales del mismo, salvo que la práctica o formación se realice a bordo de embarcaciones, en cuyo caso la inclusión se producirá en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar.
	3.  De la acción protectora del régimen de Seguridad Social se excluirá la protección por desempleo, la cobertura del Fondo de Garantía Salarial y por Formación Profesional. En el supuesto de las prácticas no remuneradas se excluirá también la protección por la prestación de incapacidad temporal derivada de contingencias comunes. Las prestaciones económicas por nacimiento y cuidado de menor, riesgo durante el embarazo y riesgo durante la lactancia natural, se abonarán por la entidad gestora o, en su caso, por la mutua colaboradora, mediante pago directo de la misma. Las prestaciones que correspondan por la situación de incapacidad temporal derivada de contingencias comunes o profesionales se abonarán en todo caso mediante pago delegado.
	4.  El cumplimiento de las obligaciones a la Seguridad Social se ajustará a las siguientes reglas:	a)  En el caso de las prácticas formativas remuneradas, el cumplimiento de las obligaciones de Seguridad Social corresponderá a la entidad u organismo que financie el programa de formación, que asumirá a estos efectos la condición de empresario. En el supuesto de que el programa esté cofinanciado por dos o más entidades u organismos, tendrá la condición de empresario aquel al que corresponda hacer efectiva la respectiva contraprestación económica.
	b)  En el caso de las prácticas formativas no remuneradas, el cumplimiento de las obligaciones de Seguridad Social corresponderá a la empresa, institución o entidad en la que se desarrollen aquellos, salvo que en el convenio o acuerdo de cooperación que, en su caso, se suscriba para su realización se disponga que tales obligaciones corresponderán al centro de formación responsable de la oferta formativa. Quien asuma la condición de empresario deberá comunicar los días efectivos de prácticas a partir de la información que facilite el centro donde se realice la práctica formativa. Por la entidad que resulte responsable conforme a lo indicado en el párrafo anterior se solicitará de la Tesorería General de la Seguridad Social la asignación de un código de cuenta de cotización específico para este colectivo de personas.Las altas y las bajas en la Seguridad Social se practicarán de acuerdo con la normativa general de aplicación salvo las excepciones previstas en la presente norma, efectuándose el alta al inicio de las prácticas formativas y la baja a la finalización de estas, sin perjuicio de que para la cotización a la Seguridad social y su acción protectora se tengan en cuenta exclusivamente los días en que se realicen dichas prácticas. A estos efectos, el plazo para comunicar a la Tesorería General de la Seguridad Social dicha alta y baja será de diez días naturales desde el inicio o finalización de las prácticas.



	5.  La cotización a la Seguridad Social, tanto en el caso de las prácticas formativas remuneradas como en el de las no remuneradas, se ajustará a las siguientes previsiones: a) En ambos casos, están expresamente excluida la cotización finalista del Mecanismo de Equidad Intergeneracional. b) A las cuotas por contingencias comunes les resultará de aplicación una reducción del 95 por ciento sin que les sea de aplicación otros beneficios en la cotización distintos a esta reducción. c) La entidad que asuma la condición de empresa a efecto de las obligaciones con la Seguridad adquiere la condición de sujeto obligado y responsable del ingreso de la totalidad de las cuotas.
	6.  La cotización en el supuesto de prácticas formativas remuneradas se ajustará a las siguientes previsiones: a) Se efectuará aplicando las reglas de cotización correspondientes a los contratos formativos en alternancia. b) La base de cotización mensual aplicable a efectos de prestaciones será la base mínima de cotización vigente en cada momento respecto del grupo de cotización 7, salvo en aquellos meses en los que el alta no se extienda a la totalidad de los mismos, en los que la base de cotización a efectos de prestaciones será la parte proporcional de dicha base mínima.
	7.  La cotización en el supuesto de prácticas formativas no remuneradas se ajustará a las siguientes previsiones: a) Consistirá en una cuota empresarial por cada día de prácticas formativas por contingencias comunes y por contingencias profesionales, que tendrá en cuenta la exclusión de la cobertura de la incapacidad temporal derivada de contingencias comunes, que serán establecidas para cada ejercicio en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado, sin que pueda superarse la cuota máxima por contingencias comunes y profesionales que se determine, igualmente, en dicha ley. b) La base de cotización mensual aplicable a efectos de prestaciones será el resultado de multiplicar la base mínima de cotización vigente en cada momento respecto del grupo de cotización 8, por el número de días de prácticas formativas realizadas en el mes natural con el límite, en todo caso, del importe de la base mínima de cotización mensual correspondiente al grupo de cotización 7. c) El plazo reglamentario de ingreso de las cuotas correspondiente a los meses de enero, febrero y marzo será el mes de abril; el de las cuotas correspondientes a los meses de abril, mayo y junio, será el mes de julio; el de las cuotas correspondientes a los meses de julio, agosto y septiembre, será el mes de octubre; y el de las cuotas correspondientes a los meses de octubre, noviembre y diciembre, será el mes de enero. d) En el caso de las personas que no hayan realizado día alguno de prácticas o programas formativos no remunerados en un determinado mes, se deberá informar expresamente de tal circunstancia. En cualquier caso, la empresa deberá solicitar de la Tesorería General de la Seguridad Social la liquidación de cuotas correspondiente a los tres meses inmediatamente anteriores, hasta el penúltimo día natural del respectivo plazo de ingreso. Cuando la persona que realice las practicas se encuentre en una situación de incapacidad temporal derivada de contingencias profesionales, nacimiento y cuidado de menor, riesgo durante el embarazo o durante la lactancia natural, la empresa deberá indicar a la Tesorería General de la Seguridad Social, los días previstos de realización de la práctica formativa. e) A efectos de prestaciones, cada día de prácticas formativas no remuneradas será considerado como 1,61 días cotizados, sin que pueda sobrepasarse, en ningún caso, el número de días del mes correspondiente. Las fracciones de día que pudieran resultar del coeficiente anterior se computaran como un día completo.
	8.  Las personas a las que hace referencia la presente disposición que, con anterioridad a su fecha de entrada en vigor, se hubieran encontrado en la situación indicada en el misma, podrán suscribir un convenio especial, por una única vez, en el plazo, términos y condiciones que determine el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, que les posibilite el cómputo de la cotización por los periodos de formación o realización de prácticas no laborales y académicas realizados antes de la fecha de entrada en vigor, hasta un máximo de dos años.Termina el precepto añadiendo una norma de interés que pretende actuar a modo preventivo. En efecto, se hace mención expresa a que las propias administraciones públicas competentes llevarán a cabo planes específicos para la erradicación del fraude a la Seguridad Social asociado a las prácticas formativas que puedan encubrir puestos de trabajo.


IV.  Algunas reflexiones de la docencia del Grado en Derecho
Somos conscientes de que la manera de enseñar derecho puede ser muy diferente. No hay ninguna mejor ni peor. Sin embargo, sí estamos convencidos de que esta es una manera útil de aprender y conocer el complejo mundo que rodea al sector jurídico y al sector de la abogacía. Se enseña así Derecho impartiendo la teoría de manera correcta e implantando un método docente e innovador de adquisición de competencias profesionales a través de la utilización de la tecnología.
De esta forma, a través del método que planteamos, no solo se aprende el conocimiento teórico necesario para superar la asignatura de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social (impartida en el Grado en Derecho), sino que también se está enseñando habilidades totalmente necesarias para la carrera profesional de un buen jurista (especialmente para el que termine dedicándose al ejercicio de la abogacía; no obstante, también es útil para aquellos que se conviertan en técnicos o profesionales de alguna materia del derecho; o consultores; o incluso para los que terminen opositando, pues dependerán de la oposición que vengan a realizar). Se ofrece así un elenco de instrumentos y de útiles herramientas que terminarán acompañando a los alumnos durante toda su carrera profesional. Adquirirán así una serie de competencias profesionales que normalmente se obtienen cuando uno realiza una pasantía, durante un tiempo prolongado, en un despacho de abogados.
De este modo, nos referiremos a casos prácticos reales con los que hemos pretendido enseñar e impartir, no solo la práctica jurídica del Derecho Laboral, sino también la teoría con la que alcanzar el grado profesional necesario para el ejercicio práctico de un buen profesional. Reiteramos, no se trata de memorizar, sino de un aprendizaje de puesta en común con unas habilidades y destrezas que tendrán que ir desarrollando a lo largo de su carrera profesional.
Por otro lado, en referencia a la normativa vigente para la regulación de programas de prácticas, desde tiempos atrás hasta la actualidad, es evidente que se ha avanzado decididamente hacia la dignificación de los estudiantes en prácticas. Concretamente, tanto el Real Decreto 592/2014, de 11 de julio, por el que se regulan las prácticas académicas externas de los estudiantes universitarios, como el Real Decreto 1493/2011, de 24 de octubre, por el que se regulan los términos y las condiciones de inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social de las personas que participen en programas de formación, en desarrollo de lo previsto en la disposición adicional tercera de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de la Seguridad Social, vienen a referirse a la finalidad formativa de la actividad desarrollada queriendo insinuar, a cada instante, el carácter no laboral de los servicios prestados por los alumnos.
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